En la ciudad de General San Martín, a los _2_ días del mes de diciembre de 2.010, se reúnen en acuerdo ordinario los señores Jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, estableciendo el siguiente orden de votación de acuerdo al sorteo efectuado: Hugo Jorge Echarri, Ana María Bezzi y Jorge Augusto Saulquin, para dictar sentencia en la causa Nº 2308/10, caratulada “Urribarri Susana Noemí c/Estado Provincial s/ Pretensión de Restablecimiento o Reconocimiento de Derechos”.

A N T E C E D E N T E S

I.- A fs. 107/112 vta.,  el señor Juez a-quo falló haciendo lugar a la demanda promovida por la Sra. Susana Noemí Urribarri, declarando la nulidad de la Resolución N° 6134 de fecha 03 de noviembre de 2005 dictada por la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires, y reconociendo el derecho de la accionante a percibir la retribución por egreso contemplada en el artículo 39 segundo párrafo de la Ley N° 10.579 (Estatuto Docente), consistente en cuatro (4) mensualidades de su última remuneración regular y permanente, con más los intereses moratorios.-

Asimismo, ordenó a la Provincia de Buenos Aires que, dentro del plazo de sesenta (60) días de aprobada la liquidación definitiva, efectúe el pago respectivo.-

Por último impuso las costas en el orden causado citando el art. 51 del C.P.C.A y postergó la regulación de honorarios para la oportunidad prevista por el artículo 51 del Decreto-Ley N° 8.904/77.-

Para así decidir consideró que:

a) En el caso se discute la aplicación del art. 39 de la ley 10.579 (estatuto docente), el cual prescribe que: "El personal docente titular que al momento de su cese, acredite una antigüedad mínima de treinta (30) años de servicios y cuya baja no tenga carácter de sanción disciplinaria, tendrá derecho a una retribución especial, sin cargo de reintegro, equivalente a seis (6) mensualidades de su última remuneración regular y permanente, sin descuento de ninguna índole, que deberá serle abonada en una única vez, dentro de los treinta (30) días de producido el cese. El personal docente que acredite veinte (20) años de servicios recibirá cuatro (4) mensualidades en las mismas condiciones que las establecidas en el párrafo anterior...".
b) Mediante el dictado de la Ley 12.727 de julio de 2001, se declaró el estado de emergencia administrativa, económica, financiera al Estado Provincial. En lo que refiere a los empleados públicos, se dispuso que se redujeran sus remuneraciones por el tiempo de la emergencia conforme una tabla anexa a la ley.-

c) Con fecha 8 de abril de 2002 se publicó en el Boletín Oficial de la Provincia, la Ley Nº 12.867 que en su artículo 1º dispuso suspender la vigencia de todas las normas estatutarias de personal que contemplen una retribución especial por egreso, lo que incluye a los docentes estatales, tornando así inaplicable el artículo 39 de la ley 10.579 a partir del 8/4/2002.- 

d) El  30 de diciembre de 2003 se publicó en el Boletín Oficial de la Provincia la Ley Nº 13.154 -Presupuesto General de la Administración Provincial para el ejercicio 2004- que en su 26 estableció la derogación con carácter permanente del inciso i) del artículo 25° de la Ley Nº 10.430 y toda otra norma estatutaria que contemple retribuciones especiales por egreso reconocidas por razones de antigüedad o por reunir los requisitos para la obtención de la jubilación ordinaria. Dicha disposición incluye a todo el personal dependiente la Administración Centralizada, Descentralizada, Organismos de la Constitución, Empresas y Sociedades del Estado u Organizaciones Jurídicas en las que el estado tenga participación mayoritaria.-

e) El 2 de agosto de 2005 se publicó en el Boletín Oficial de la Provincia la Ley Nº 13.355 que restableció el régimen de retribución especial por egreso de los agentes públicos con algunas diferencias respecto de los derogados por la ley Nº 13.154.-

f) El Decreto Ley 9650 - en sus artículos 2º y  72º- faculta al agente a iniciar los trámites jubilatorios continuando con su actividad, dejando salvado que luego de ejercer esta solicitud, el período de funciones comprendido entre la misma y el efectivo otorgamiento de la jubilación, no dará derecho a reajuste o transformación.-

g) Teniendo en cuenta la situación fáctica y los derechos que poseía el agente a la fecha de cierre de cómputos y por mas que la misma hubiera cambiado para bien no podrá reajustarse la jubilación, entonces tampoco desde que el agente solicitó el cierre hasta que se le otorgó finalmente la jubilación debería verse en una situación menos beneficiosa.-

h) Siendo que al momento de cumplirse con los requisitos necesarios para la obtención de la jubilación de la agente (solicitud de cierre de cómputos de fecha 10 de diciembre de 2001)  se encontraba vigente el beneficio comprendido en el artículo 39 de la ley 10579, se puede concluir que el mismo resultaba un derecho adquirido por la actora.-

i) El art. 23 del Decreto Ley 9650 fija la ley aplicable al caso.- 

j) No podría alegarse que la fecha de efectivo cese, ocurrida el 1º de septiembre de 2004 -en donde ya no se encontraba vigente el art.39 de la ley 10.579- le es imputable a la actora, ya que el hecho de que la misma lo solicitara en el año 2001 y le fuera concedida casi tres años después, no hace más que configurar una gran morosidad de la Administración que no puede perjudicarla.-

k) No es viable el argumento de la demandada relativo a que al momento de solicitar el cierre de cómputos la actora no había cesado de su actividad. Los haberes como la jubilación revisten un carácter alimenticio, por lo cual, si la actora ha hecho uso de tal facultad que la misma ley le concede, no solo no debe luego ser usado ello en su contra, sino que además se debe comprender que de otra manera la actora se habría visto privada de obtener su jubilación hasta el año 2004 (cuando finalmente le fue dada), sin gozar además de su salario.-

l) Se debe tener en cuenta lo consagrado por el art. 39 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.-

m) A fs. 51 surge que le han sido computados a la actora 27 años, 4 meses y 25 días de servicio. Por lo cual, la actora debe ser beneficiaria del equivalente a cuatro sueldos de su ultima remuneración regular permanente.-

II.- Contra dicho pronunciamiento la parte demandada interpuso recurso de apelación (ver fs. 117/123) agraviándose, en lo sustancial, por cuanto el juez a quo declaró la nulidad de la Resolución Nº 6134/05.-

Ello en tanto consideró que el juez de grado forzó la interpretación  de la normativa aplicable al caso.-

Expuso que el cierre de cómputos no es equivalente a la extinción de la relación laboral. Consideró que dicha circunstancia tuvo lugar, junto con la solicitud de la bonificación en cuestión, a partir de septiembre de 2004, cuando el mentado beneficio ya no se encontraba vigente.- 

Entendió que no existía un derecho adquirido a favor de la actora. En este sentido, explicó que la actora optó voluntariamente por ejercer la facultad previsional estipulada por el art. 23 del D.L Nº 9.650, manteniendo vigente su vínculo laboral, lo que le impidió la adquisición del derecho reclamado. Afirmó que al momento de la solicitud del beneficio reconocido por el art. 39 de la Ley 10.579, sucedido en el año 2005, el mismo se encontraba derogado (desde el 30 de diciembre de 2003).- 

III.- A fs. 124, el señor Juez a-quo corrió traslado del recurso a la contraria.-

IV.- A fs. 129/129 vta. luce agregada la contestación del traslado efectuada por la parte actora.-

En dicha presentación consideró que la demandada esgrimió los mismos argumentos que en la contestación de demanda y que no efectuó una crítica razonada de la sentencia recaída en autos.-

Además, expuso que la demora en la que incurrió la demandada a los fines del otorgamiento de su jubilación no puede perjudicar sus legítimos derechos. Solicitó se rechace el recurso confirmándose en todas sus partes la sentencia de grado.-

V.- A fs. 132/132 vta., el señor Juez de grado elevó las actuaciones a esta Alzada y, recibidas a fs. 132 vta., pasaron los autos para resolver (ver fs. 133).-

VI.- A fs. 134/135 se efectuó el pertinente examen de admisibilidad y se llamaron los autos para sentencia.-

VII.- El Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:

¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada? 

V O T A C I Ó N
A la cuestión planteada el señor Juez Hugo Jorge Echarri dijo:

1º) Relatados los antecedentes del presente caso, expuestos los fundamentos y parte resolutiva de la sentencia recurrida, mencionados los agravios y réplicas pertinentes y efectuado el examen de admisibilidad, procedo a examinar el recurso de apelación interpuesto.-

2º) A efectos de resolver el asunto, señalaré la normativa  aplicable al caso, a saber: el art. 39 de la Ley Nº 10.579, arts. 2, 23 y 72 del Decreto Ley Nº 9650, arts. 1 y 2 de la Ley Nº 12.727, el art. 3 de la Ley Nº 12.774, el art. 1º del Decreto Nº 1.465/02, el art. 1 de la Ley Nº 12.867, el art. 51 de la Ley Nº 13.002, el art. 26 de la Ley Nº 13.154 y el art. 1 de la Ley Nº 13.355.-

Así, el art. 39 de la Ley Nº 10.579 (Texto según Ley 10.614 –Promulgación mediante Decreto Nº 10.878/87 del 9/12/87) establece que: “El personal docente titular que, al momento de su cese, acredite una antigüedad mínima de treinta (30) años de servicio y cuya baja no tenga carácter de sanción disciplinaria, tendrá derecho a una retribución especial, sin cargo de reintegro, equivalente a seis (6) mensualidades de su última remuneración regular y permanente, sin descuento de ninguna índole, que deberá serle abonada en una única vez, dentro de los treinta (30) días de producido el cese. El personal docente que acredite (20) años de servicios recibirá cuatro (4) mensualidades en las mismas condiciones que las establecidas en el párrafo anterior...”

A su vez, la Ley 9.650 en su artículo 2º (Texto según Ley 10.427) estipula que: “Está obligatoriamente comprendido en el presente régimen, el personal que en forma permanente o temporaria preste servicios remunerados y en relación de dependencia en cualquiera de los Poderes del Estado Provincial o Municipalidades, sea cual fuere la naturaleza de la designación y forma de pago, y aunque la relación de la actividad subordinada se estableciera mediante contrato a plazo. También se encuentran obligados a la afiliación, el personal que preste funciones docentes en los establecimientos educativos privados de cualquier nivel, modalidad o rama de la enseñanza, reconocidos, autorizados o incorporados o en trámite de autorización o reconocimiento por la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia que se rige por la Ley 11.612”.- 

Por su parte, en lo relativo al trámite seguido por la actora para obtener su jubilación, dicho Decreto Ley reza en su art. 72 que: "Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, cuando el afiliado reuniere los requisitos para obtener el beneficio, podrá optar, en el momento de la solicitud para el cómputo se cierre a esa fecha, aunque no hubiere cesado, en la actividad. Esta opción es irrevocable y los servicios prestados entre la fecha de solicitud y la de cese no darán derecho a reajuste o transformación alguna"(el subrayado me pertenece).-

Por último –en lo que aquí interesa- el art. 23 (Texto según Decreto-Ley 10.053/83) dispone: “El derecho a las prestaciones se rigen en lo sustancial, salvo disposición en contrario, para las jubilaciones por la Ley vigente a la fecha de cese en el servicio o de acogimiento al cierre del cómputo, según los casos...” (El subrayado me pertenece).-

3º) Señalada la normativa referente al fondo del asunto, me referiré a las leyes –sustancialmente de emergencia- mencionadas en el primer párrafo del considerando anterior, necesarias para resolver la cuestión traída a debate, a saber:

El artículo 1 de la Ley Nº 12.867 (B.O. N° 24.465 de fecha 8 de abril de 2002) dispuso suspender, “…en el marco y por el plazo de la emergencia declarada por la ley 12.727 y sus modificatorias la vigencia de toda norma estatutaria que contemple para el personal dependiente de la administración centralizada, descentralizada, organismos de la constitución, empresas y sociedades del estado u organización jurídica en que el Estado tenga participación mayoritaria, retribuciones especiales por egreso reconocidas por razones de antigüedad o por reunir los requisitos para la obtención de la jubilación ordinaria…”.-

La Ley Nº 12.727 (Publicación del 23 y 24/7/01 BO Nº 24.322), al declarar la emergencia administrativa, económica y financiera del Estado provincial, la estableció por el término de un (1) año computable desde el 23 de Julio de 2001; luego, la Ley Nº 12.774 autorizó al Poder Ejecutivo a prorrogarla por el término de un (1) año, circunstancia que se materializó mediante el Decreto N° 1465/02 – computable desde el día 22 de julio de 2002 -; y por último, mediante el art. 51 de la Ley Nº 13.002 se fijó una nueva extensión del remedio de emergencia hasta el día 31 de diciembre de 2003, siendo éste, el momento de cese de la excepcional medida.-

La ley Nº 13.154 (de presupuesto provincial, publicada el 30/12/03 BO 24.856) del año 2004 – cuya vigencia cabe reputarse a partir del 1 de enero del citado año - dispuso derogar “…con carácter permanente el inciso i) del artículo 25 de la ley 10.430 y toda otra norma estatutaria que contemple retribuciones especiales por egreso reconocidas por razones de antigüedad o por reunir los requisitos para la obtención de la jubilación ordinaria…”.-

Por medio de la Ley Nº 13.355 (publicada el 2 de agosto de 2005, BO Nº 25.219) se estableció para el Personal de la Administración Pública Provincial, comprendido en los regímenes de las Leyes 10.328, 10.384, 10.430, 10.579 y 12.268 y sus modificatorias una retribución sin cargo de reintegro equivalente a seis (6) sueldos básicos más antigüedad, sin ningún tipo de descuentos la que será otorgada a partir del cese del agente cuando éste no tenga carácter de sanción disciplinaria.-

4°) Circunscripto el marco normativo antecedente, expondré las circunstancias que encuentro determinantes de la causa para brindar respuesta a la cuestión:

a) Con fecha 10 de diciembre de 2001 la agente presentó su renuncia y solicitó el cierre de cómputo de servicios, conjuntamente con la retribución especial (ver fs. 3/3vta. del expediente administrativo Nº 5826-1733084).-

b) Con fecha 18 de febrero de 2004 el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires le otorgó el beneficio jubilatorio a la actora, disponiendo que el mismo sería abonado a partir de su cese en el servicio (ver fs. 2 del expediente administrativo Nº 5801-029949).-

c) Con fecha 24 de agosto de 2004 se dictó la Resolución Nº 643 resolviéndose aceptar la renuncia –a partir del día 01 de septiembre de 2004- para obtener los beneficios de la jubilación (Cfr. fs. 11 del expediente administrativo).-

 d) Con fecha 29 de abril de 2005, la actora solicitó nuevamente la liquidación del beneficio especial (Cfr. 1 del expediente administrativo Nº 5801-029949).-

e) Con fecha 03 de noviembre de 2005 -mediante Resolución Nº 6134 expedida por el Director de Cultura y Educación- se rechazó dicho requerimiento (Cfr. fs. 16 del expediente administrativo Nº 5801-029949).-

Para así decidir consideró que a la fecha de cese o de extinción de la relación de empleo público, la citada retribución se encontraba suspendida por la Ley Nº 12.867, habiéndose extendido la suspensión durante la emergencia administrativa declarada por la Ley Nº 12.727, prorrogada por Decreto Nº 1.465/02 y derogada definitivamente por el art. 26 de la Ley Nº 13.154.-

f) Con fecha 06 de diciembre de 2005 la agente interpuso recurso de revocatoria (ver fs. 21/21 vta. del expediente administrativo Nº 5801-029949).-

g) Con fecha junio de 2007 (no se consigna el día) el Director de Jubilaciones y Certificaciones opinó que, en virtud de lo establecido por los arts. 90 y 92 del Decreto-Ley Nº 7647, resultaba necesario ratificar el acto recurrido. Seguidamente, dispuso que previa notificación a la interesada se proceda al archivo del expediente (fs. 24 del expediente administrativo Nº 5801-029949).-

5º) En este contexto debo señalar que las constancias reseñadas, la normativa aplicable –en especial el art. 39 de la Constitución Provincial, art. 39 de la Ley Nº 10.579 y arts. 23 y 72 del Decreto Ley Nº 9650- me convencen que la sentencia apelada se encuentra ajustada a derecho y que –en consecuencia- el recurso debe ser desestimado.-

Es que, conforme reseñé en el apartado anterior, la accionante solicitó el cierre de cómputos y la retribución especial cuestionada con fecha 10 de diciembre de 2001. Todo ello, mientras la retribución reclamada se encontraba vigente.-

En este sentido, no le asiste razón a la apelante en tanto consideró que el acogimiento al cierre de cómputos no debía ser valorado a los fines de la retribución reclamada, y afirmó que debía estarse a la extinción de la relación laboral.-

Ello así, pues entiendo que la solicitud de cómputo de cierre de servicios efectuada por la parte actora –con fecha 10 de diciembre de 2001- tuvo por efecto cristalizar la situación laboral de la agente (Cfr. art. 72 del Decreto Ley Nº 9.650), fijando la normativa aplicable al caso concreto (Cfr. art. 23 del mentado Decreto Ley).-

En la citada fecha, la agente contaba con una antigüedad de 27 años, 4 meses y 25 días de servicio. Destáquese que, la misma apelante por medio de la resolución del 18 de febrero de 2004 –en concordancia con el art. 72 del D.L Nº 9.650-, a los fines de computar la antigüedad de la Sra. Urribarri, tomó en cuenta la fecha de solicitud del cierre de cómputos por ésta requerida (Cfr. fs. 2 del expediente administrativo Nº 5801-029949).-

Y, a ese entonces, la actora cumplía con los requisitos exigidos para acceder a la retribución especial en examen. Por lo que no resulta razonable que a los fines del otorgamiento de la retribución se tenga en cuenta la fecha en que se concedió el cese –dispuesta al concederse la jubilación, varios años después-, mientras que a los fines de ponderar la situación de la actora para el resto de sus derechos previsionales se tenga en cuenta el momento en que se acogió al cierre de cómputos.-

6º) En dicho contexto, al momento del dictado de la Ley Nº 12.867 (del 8 de abril de 2002) –en la que se ampara la demandada para rechazar el planteo de la actora, norma que suspendió la bonificación estipulada en el art. 39 de la Ley Nº 10.579, (luego derogada a partir del 1 de enero de 2004 por la Ley Nº 13.154)-, la accionante ya se encontraba en condiciones de acceder a la mentada retribución.-

En dichas condiciones -como fuera adelantado- entiendo que corresponde reconocerle a la actora el derecho estipulado por el art. 39 de la Ley 10.579.-

7º) En tal sentido, reitero que el derecho al cobro de la retribución especial reclamado quedó plasmada al momento de su solicitud, efectuada junto al pedido de cierre de cómputos, pues en aquél instante ingresó al patrimonio de la actora.-

En este aspecto, corresponde resaltar, tal como lo ha hecho el magistrado apelado, el principio consagrado en materia previsional que prescribe - a los fines de la dilucidación del derecho y su determinación-la aplicación de la ley vigente al tiempo de producirse el hecho generador del beneficio. Sentado ello, entiendo que la suspensión y posterior derogación de la retribución especial no alcanzaron al supuesto de autos.-

Es que, resulta ser una consecuencia del principio mencionado que la protección a los derechos adquiridos bajo la vigencia de otras leyes implica la preservación tanto del derecho al beneficio como de sus efectos patrimoniales ya consumados (cfm. doctrina SCBA, causa B. 61.280, "B.  d.F. , L. y ot. contra Caja de Seguridad Social para Veterinarios de la Provincia de Buenos Aires. Demanda contencioso administrativo", del 22/8/07, entre muchos otros).- 

En este caso, conforme fue destacado en los considerandos precedentes, se encontraba vigente el art. 39 de la ley 10.579 al momento en que se cristalizó la situación laboral de la actora a los fines previsionales, en virtud del inicio de su tramite jubilatorio bajo el procedimiento de cierre condicionado de cómputos (cfm. art. 23 y 72 del Decreto Ley Nº 9.650). Asimismo, se acentúa que no existe discusión entre las partes en cuanto que, al solicitar el cierre de cómputos, la actora cumplía los requisitos establecidos por el mentado Decreto Ley para acceder a la jubilación ordinaria (ver Res. del I.P.S del 18 de febrero de 2004) y, así, contaba con la cantidad de años de servicios requerida para acceder a 4 mensualidades en concepto de retribución especial (art. 39 ley 10.579).-

En consecuencia, el agravio de la accionada que asevera que la actora no podía adquirir su derecho sino hasta la declaración de extinción de la relación laboral no prospera. Es que dicho diferimiento se traduce en un apartamiento del régimen jurídico aplicable por encontrarse en pugna con el procedimiento de cierre de cómputos seguido en el trámite jubilatorio (art. 72 y 23 Decreto Ley 9.650).-

Por consiguiente, cabe confirmar la sentencia apelada en lo que al punto tratado se refiere.-

8º) Continuando con el análisis del recurso, pienso que una solución diversa a la dada por el juez de grado se encontraría en pugna con los principios consagrados en el art. 39 inc. 3° de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.-

Este Tribunal ha señalado en numerosos precedentes lo previsto por el art. 39 apartado 3º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, a saber: “En materia laboral y de seguridad social regirán los principios de irrenunciabilidad, justicia social, gratuidad de las actuaciones en beneficio del trabajador, primacía de la realidad, indemnidad, progresividad y, en caso de duda, interpretación a favor del trabajador” (esta Cámara in re: “Rizza, Eduardo Máximo c/ Municipalidad de Morón s/ Pretensión Indemnizatoria”, causa Nº 1719/2009, sentencia del 17 de diciembre de 2009; “Ravenna, Julio Alberto c/ Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión Anulatoria”, causa Nº 1820, sentencia del 23 de febrero de 2.010, causa Nro. 1.938/09, caratulada “Perdiguero, Pedro Alberto c/ Provincia de Buenos Aires y Policía de la Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión Anulatoria”, del 8 de junio de 2010, entre muchas otras).-

Bajo dichos parámetros, en primer lugar, observo que los principios de irrenunciabilidad, justicia social y primacía de la realidad, junto a las constancias fácticas del caso –en particular que la Sra. Urribarri pidió la retribución especial el día 10 de diciembre de 2001, al momento de iniciar el trámite jubilatorio por cierre de cómputos-, impiden el rechazo de la demanda pretendido en el escrito recursivo.- 

Encuentro que no es dable sostener –a contrario de lo esgrimido por el Fisco apelante- que al acogerse al cierre de cómputos la actora haya optado por renunciar al derecho que la normativa le reconocía –art. 39 ley 10.579- y haya querido diferir la suerte del pedido de la mentada retribución para lo que la legislación disponga al momento de la finalización del trámite jubilatorio (art. 14 bis C. Nacional y 39 inc. 3 C. Provincial). Ello, en razón de los principios reseñados y en tanto la Sra. Urribarri requirió explícitamente el pago de la retribución especial junto al pedido de cierre de cómputos. La circunstancia referida a que la jubilación fue otorgada varios años después, aceptándose su renuncia y disponiéndose recién entonces el cese, no puede perjudicarla en lo que a la retribución refiere. La primacía de la realidad, en el supuesto de autos, implica ponderar que la accionante cumplía los requisitos para acceder a la retribución al momento en que la pidió y que se acogió al cierre de cómputos.-

9º) Sentado todo ello, tampoco puedo dar otra propuesta para la resolución de la litis en virtud del principio constitucional que dispone que en materia de seguridad social, en caso de duda, debe estarse en la interpretación de las normas a aquélla que favorezca al trabajador (art. 39 inc. 3 in fine de la C. Provincial).-

En tal sentido, entiendo imprescindible indagar el verdadero sentido y alcance de la norma que fija la retribución especial, mediante un examen profundo de sus términos que repare, sustancialmente, en su finalidad.- 

Ello así, concibo que lo que el legislador quiso, al consagrar el art. 39 de la ley 10.579, fue premiar la trascendental cantidad de años que el trabajador cumplió educando; ello, sin pretender realizar distinciones frente a aquellos que tramiten su jubilación mediante el cierre condicionado de cómputos, ya que el premio no se condice con el modo del trámite sino con los años laborados brindando educación.-

Destácase que el más alto Tribunal Provincial ha dicho que: “A través de la reforma constitucional de 1994 se incorporó a la Constitución de la Provincia una norma que consagra un principio destinado a quienes están encargados de aplicar e interpretar el derecho; en caso de duda, en materia laboral y de seguridad social, regirá el principio de "interpretación a favor del trabajador"… (art. 39 inc. 3° in fine)”. (CONB Art. 39 Inc. 3, SCBA, B 60486 S 9-9-2009, “Viglino, Lidia Graciela c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.) s/ Demanda contencioso administrativa”; SCBA, B 63468 S 2-9-2009, “Pérez Rochiró, Alicia A. c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía de la Provincia de Buenos Aires s/ Demanda contencioso administrativa”).- 

Así, se ha expedido reiteradamente sobre el sentido que es dable otorgar a la interpretación de las leyes previsionales, exponiendo que: “En la labor interpretativa deben privar los fines tuitivos propios de la materia, de manera que el sentido que se asigne a las leyes previsionales no conduzca a desnaturalizarlos o a la pérdida o desconocimiento de derechos (conf. causas B. 55.768, "Hermoso", sent. del 5-IV-2000; B. 60.246, "Mansilla de Rapagnini", sent. del 9-V-2001 y B. 61.636, "Efrón", sent. del 9-X-2003; B. 60.742, "Bufalo", sent. del 21-XI-2007; entre muchos otros)” (SCBA –caso B64764 “A. H. H. c/ Caja de Seguridad Social para Escribanos de la Provincia de Buenos Aires s/ Demanda Contencioso Administrativa”, del 26/10/10. El subrayado me pertenece).-

Finalizando, en razón de todo lo hasta aquí expuesto, cabe concluir que la Resolución Nº 6134/05 que denegó el pago de la retribución especial reclamada no se ajusta a derecho. Ello, en tanto se encuentra viciada en su encuadre jurídico -al otorgarle a la normativa aplicable (arts. 39 ley 10.579, 23 y 72 del decreto ley 9.650/1980 y 39 inc. 3 de la Constitución Provincial)- un alcance forzado en su texto. En consecuencia, deberá desestimarse el recurso de apelación interpuesto y confirmar la sentencia apelada.-

10º) Sin perjuicio de lo expuesto letras arriba, considero apropiado señalar que en un reciente precedente con aristas fácticas similares al presente (Causa Nº 2062/10 “Favetto”, con sentencia del 27 de septiembre de 2010) esta Alzada resolvió desestimar el planteo de la actora. Ello, en tanto concurrían extremos fácticos y jurídicos  diferentes a los de la presente causa.- 

En efecto, en aquél precedente, se observaba que tanto al momento de solicitud, como de otorgamiento del beneficio jubilatorio se encontraba vigente la Ley de emergencia Nº 12.867 (B.O del 8/04/02) que suspendía la retribución especial en cuestión; la que fuera luego derogada por Ley Nº 13.154 (B.O del 30/12/03).-

A diferencia del citado precedente, en el presente caso, al momento de solicitar la actora el cierre de cómputos a los fines de obtener el beneficio jubilatorio, dicha retribución reconocida por la Ley 10.579, se encontraba vigente (10 de diciembre de 2001); siendo además que la ley de emergencia Nº 12.867, entró en vigencia con posterioridad (cfr. BO N° 24.465 del 8/4/02).- 

11º) Por todo lo expuesto propongo: 1) Rechazar el recurso de apelación interpuesto y, en consecuencia, confirmar la sentencia apelada en cuanto fue motivo de agravio; 2) Distribuir las costas de Alzada por su orden (conforme art. 51 del C.P.C.A); y 3) Diferir la regulación de honorarios para el momento procesal oportuno (conforme art. 31 del Decreto Ley Nº 8.904/77). ASÍ LO VOTO.-

Los señores Jueces Ana María Bezzi y Jorge Augusto Saulquin votaron a la cuestión planteada en igual sentido y por los mismos fundamentos, con lo que terminó el acuerdo dictándose la siguiente:

S E N T E N C I A:

En consecuencia, en virtud del resultado del acuerdo que antecede, este Tribunal RESUELVE: 1º) Rechazar el recurso de apelación interpuesto y, en consecuencia, confirmar la sentencia apelada en todo lo que fue motivo de agravio; 2º) Distribuir las costas de Alzada por su orden (conforme art. 51 del C.P.C.A); y 3º) Diferir la regulación de honorarios para el momento procesal oportuno (conforme art. 31 del Decreto Ley Nº 8.904/77). Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase.-

                            ANA MARÍA BEZZI

JORGE AUGUSTO SAULQUIN







HUGO JORGE ECHARRI




ANTE MI


       MARIANA MENDEZ

           Secretaria

Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo – San Martín Registro de Sentencias Definitivas N° 181… F° 2582/2591 y vta…

